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INTRODUCCIÓN 

La transparencia es un deber de la administración pública que implica, entre otras acciones, poner 
a disposición de la ciudadanía información sobre las acciones y resultados de la gestión pública con 
el propósito de promover la participación ciudadana en la labor de vigilancia social, a fin de prevenir 
e identificar actos de corrupción. En ese sentido, constituye, un valioso mecanismo de prevención. 

La corrupción, además de afectar la gestión del Estado e impedir un adecuado desarrollo 
económico, constituye un problema social que restringe el goce de derechos fundamentales, en 
especial los de las personas que se encuentran en situación de vulnerabilidad. Este problema está 
arraigado en la administración pública de nuestro país, y encuentra un escenario favorable en 
periodos de estado de emergencia, debido a que los procedimientos de contratación se flexibilizan 
y la acción del Estado se concentra en la atención de la emergencia y sus consecuencias. Por ello, es 
imprescindible que el Estado despliegue una serie de acciones y estrategias para elevar los 
estándares de transparencia, en aras de prevenir actos de corrupción.  

En el marco del estado de emergencia decretado en nuestro país el pasado 15 de marzo del 2020 a 
causa de la COVID-19, surgieron diversas necesidades de la población que el Estado se encuentra 
atendiendo. Una de ellas ha sido el traslado humanitario de personas en situación de vulnerabilidad 
quienes requerían retornar a sus ciudades de origen. Por tal motivo, esta acción fue regulada a nivel 
nacional mediante el Decreto Supremo Nº 068-2020-PCM;1 los “Lineamientos para el traslado y 
cuarentena de personas que se encuentran fuera de su domicilio habitual, como efecto de las 
medidas de aislamiento social por la Emergencia Nacional por la COVID-19”;2 y, el Decreto de 
Urgencia Nº 043-2020.3   

La Defensoría del Pueblo recomendó en más de una oportunidad a la Presidencia del Consejo de 
Ministros4 atender el pedido de coordinar el traslado humanitario a nivel nacional, dando a conocer 
diversas problemáticas, incluyendo el surgimiento de conflictos sociales que requerían de una 
intervención del Estado para satisfacer la necesidad de la población de retornar a sus ciudades de 
origen.  

 
1 Decreto Supremo N° 068-2020-PCM, Decreto Supremo que modifica el artículo 3 del Decreto Supremo N° 051-2020-PCM, que 
prorroga el estado de emergencia nacional declarado mediante Decreto Supremo N° 044-2020-PCM, por las graves circunstancias 
que afectan la vida de la nación a consecuencia de la COVID-19, publicado en el diario oficial El Peruano el 14 de abril del 2020. 
2 Versión actualizada aprobada por Resolución de Secretaría de Descentralización N° 008-2020-PCM/SD de 1 de mayo del 2020. 
3 Decreto de Urgencia N° 043-2020, Decreto de Urgencia que dicta medidas extraordinarias con la finalidad de adquirir bienes y 
servicios necesarios para el alojamiento en cuarentena y alimentación de las personas que deban desplazarse dentro del país a 
consecuencia de la declaración del estado de emergencia nacional por la COVID-19, publicado en el diario oficial El Peruano, el 20 
de abril del 2020. 
4 Oficio N° 115-2020-DP/AMASPPI del 31 de marzo del 2020 dirigido a la Secretaria General Presidencia del Consejo de Ministro; 
Oficio N° 083-2020/DP del 15 de abril del 2020 dirigido al presidente del Consejo de Ministros; y el Oficio N° 013-2020-DP/APCSG 
del 05 de mayo del 2020 dirigido al Viceministro de Gobernanza Territorial.  Asimismo, se formularon recomendaciones a fin de 
cautelar la protección de los derechos de las personas necesitadas de traslado humanitario a través de correos electrónicos, 
llamadas telefónicas, reuniones virtuales, notas de prensa e incluso haciendo uso de las redes sociales (Facebook, Twitter); estas 
últimas disponibles en el portal institucional de la Defensoría del Pueblo, en el siguiente link: 
https://www.defensoria.gob.pe/coronavirus-en-el-peru/ 
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Asimismo, fue emitido el Informe Especial N° 013-2020-SP sobre “Migración Interna y Varados 
durante la pandemia. Acciones desarrolladas por la Defensoría del Pueblo”5 mediante el cual se dio 
a conocer las quejas y demandas recibidas por la institución a través de sus oficinas a nivel nacional 
de parte de la población necesitada de traslado; y la labor de seguimiento realizada a las acciones 
emprendidas por los gobiernos regionales y otras autoridades locales.  

El informe en mención da cuenta de la falta de un empadronamiento general que permitiera 
distinguir los casos que requerían ser atendidos con mayor urgencia por tratarse de grupos en 
situación de alta vulnerabilidad. Advierte, además, que las limitaciones de gestión de las autoridades 
del nivel nacional y subnacional generaron en muchos casos aglomeraciones, conflictos e 
incremento de contagios. Asimismo, concluye que muchos de los viajes y las estadías en las regiones 
han estado caracterizados por la precariedad, ya sea por la limitada oferta hotelera, como por la 
ausencia de medios de transporte adecuados debido a la cantidad de personas a movilizar y las 
limitaciones presupuestales.  

En ese contexto, se advierte que la publicidad de la información sobre la implementación de esta 
medida de apoyo social ha jugado un rol fundamental para garantizar que las personas en especial 
aquellas en situación de vulnerabilidad y necesitadas de traslado puedan acogerse a ella. Se suma, 
además, el importante presupuesto asignado tanto desde el gobierno nacional como subnacional 
para llevar adelante esta medida y que ha supuesto la realización de contrataciones directas.  Esta 
situación ha incrementado exponencialmente los riesgos de corrupción en el contexto de la 
emergencia nacional.  

Por ello, la Adjuntía de Lucha Contra la Corrupción, Transparencia y Eficiencia del Estado, como parte 
de sus acciones prioritarias de prevención y lucha contra la corrupción, realizó una supervisión 
remota el pasado 15 de julio sobre la medida de traslado humanitario excepcional, a fin de conocer 
el nivel de transparencia que los gobiernos regionales han mostrado en la ejecución de dicha acción. 

Los resultados obtenidos denotan bajos niveles de transparencia de los gobiernos regionales, 
especialmente, respecto a la información relacionada con la ejecución del presupuesto para el 
traslado y cuarentena de las personas beneficiarias. El 56 % de gobiernos regionales (14 de 25) se 
encuentra en la categoría de 'nivel bajo' de transparencia, mientras que el 36 % (9 de 25) reporta 
un 'nivel medio' y el 8 % (2 de 25) presenta “niveles nulos” de apertura de la información. De los 25 
gobiernos regionales, solo 2 implementaron un apartado específico o una ventana emergente para 
informar todo lo relacionado con la medida de traslado humanitario; mientras que el resto difundió 
la información en el portal de noticias, páginas de Facebook, u otros espacios de menor visibilidad. 
Sólo 4 gobiernos regionales brindaron información sobre los costos del transporte (dos de manera 
parcial); 10 gobiernos regionales dieron a conocer los costos de los servicios de alojamiento y 
alimentación (dos de manera parcial); mientras que, ningún gobierno regional dio a conocer 
información respecto a los gastos en medicación. Tampoco publicaron las listas de las personas que 
asumieron los costos de su traslado y cuarentena. 11 gobiernos regionales no publicaron las listas 
de personas beneficiarias del traslado humanitario. Esta falta de transparencia ha limitado la 
posibilidad de que las personas en condición de vulnerabilidad o que requerían trasladarse a sus 

 
5 Documento publicado el 06 de julio del 2020. Disponible en: https://www.defensoria.gob.pe/wp-
content/uploads/2020/07/Informe-Especial-N%C2%BA-23-2020-DP.pdf 

https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2020/07/Informe-Especial-N%C2%BA-23-2020-DP.pdf
https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2020/07/Informe-Especial-N%C2%BA-23-2020-DP.pdf
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ciudades de origen accedan a información de vital importancia para poder acogerse a esta medida; 
asimismo ha impedido que la ciudadanía ejerza un rol vigilante respecto del presupuesto ejecutado. 

En tiempos de emergencia, particularmente de esta, que se caracteriza por las medidas de 
distanciamiento social y cuarentena, resulta prioritario redoblar los esfuerzos para transparentar 
información sobre la gestión pública, en especial aquella que involucra medidas de apoyo social por 
tratarse de información valiosa no solo para el ejercicio de la vigilancia ciudadana; sino también para 
acceder a la ayuda social. 
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I. MARCO LEGAL SOBRE TRASLADO HUMANITARIO 
 

A través del Decreto Supremo N° 044-2020-PCM, publicado el 15 de marzo del 2020, el Gobierno 
declaró el Estado de Emergencia Nacional, y dispuso el aislamiento social obligatorio (cuarentena) 
y la suspensión de la libertad de tránsito de las personas en el territorio nacional, debido a las graves 
circunstancias que afectan la vida de la Nación a consecuencia del brote de la COVID-19. Esta medida 
fue ampliada temporalmente por diversos decretos supremos, entre ellos el Decreto Supremo N° 
051-2020-PCM;6 y, recientemente el Decreto Supremo N° 135-2020-PCM que amplía la citada 
medida en forma focalizada hasta el 31 de agosto del 2020.7  

Mediante Decreto Supremo N° 068-2020-PCM, 8 publicado el 14 de abril del 2020, se modificó el 
Decreto Supremo Nº 051-2020-PCM, antes mencionado, autorizándose de manera excepcional, por 
razones humanitarias y previa coordinación con el gobierno regional que corresponda, el transporte 
interprovincial de pasajeros, por medio terrestre y aéreo no comercial,  en beneficio de aquellas 
personas que se encuentren fuera de su residencia o lugar de trabajo habitual, a consecuencia de la 
aplicación de las disposiciones de inmovilización social.  

Es así, que mediante Resolución Ministerial N° 097-2020-PCM de 16 de abril del 2020, la Presidencia 
del Consejo de Ministros expidió los “Lineamientos para el traslado y cuarentena de personas que 
se encuentran fuera de su domicilio habitual, como efecto de las medidas de aislamiento social por 
la Emergencia Nacional por la COVID-19”. Asimismo, el 1 de mayo del 2020, fue aprobada la versión 
actualizada de dicha norma a través de la Resolución de Secretaría de Descentralización N° 008-

 
6 Publicado en el diario oficial El Peruano el 27 de marzo del 2020. 
7 El Decreto Supremo N° 135-2020-PCM, publicado en el diario oficial El Peruano el 31 de julio del 2020, señala: 
“Artículo 1.- Prórroga del Estado de Emergencia Nacional 
Prorrogar el Estado de Emergencia Nacional declarado mediante Decreto Supremo Nº 044-2020- PCM, ampliado 
temporalmente mediante los Decretos Supremos Nº 051-2020-PCM, Nº 064-2020-PCM, Nº 075-2020-PCM, Nº 083-2020-PCM, 
Nº 094-2020-PCM y Nº 116-2020-PCM; y precisado o modificado por los Decretos Supremos Nº 045-2020-PCM, Nº 046-2020- 
PCM, Nº 051-2020-PCM, Nº 053-2020-PCM, Nº 057- 2020-PCM, Nº 058-2020-PCM, Nº 061-2020-PCM, Nº 063-2020-PCM, Nº 
064-2020-PCM, Nº 068-2020-PCM, Nº 072-2020-PCM, Nº 083-2020-PCM, Nº 094-2020- PCM, Nº 110-2020-PCM, Nº 116-
2020-PCM, Nº 117- 2020-PCM y Nº 129-2020-PCM, a partir del sábado 01 de agosto de 2020 hasta el lunes 31 de agosto de 
2020, por las graves circunstancias que afectan la vida de la Nación a consecuencia de la COVID-19. (…)”. 
“Artículo 2.- Modificación del numeral 2.2 del artículo 2 y el numeral 3.1 del artículo 3 del Decreto Supremo Nº 116-2020-
PCM, modificado por el Decreto Supremo Nº 129-2020-PCM 
(…) 
“Artículo 2.- De la Cuarentena Focalizada  
(…) 
 2.2 Dispóngase el aislamiento social obligatorio (cuarentena) en los departamentos de Arequipa, Ica, Junín, Huánuco y San 
Martín, así como en la provincia de Tambopata del departamento de Madre de Dios, en las provincias del Santa, Casma y 
Huaraz del departamento de Ancash, en las provincias de Mariscal Nieto e Ilo del departamento de Moquegua, en la provincia 
de Tacna del departamento de Tacna, en las provincias de Cusco y La Convención del departamento de Cusco, en las provincias 
de San Román y Puno del departamento de Puno, en la provincia de Huancavelica del departamento de Huancavelica, en las 
provincias de Cajamarca, Jaén y San Ignacio del departamento de Cajamarca, en las provincias de Bagua, Condorcanqui y 
Utcubamba del departamento de Amazonas, y en las provincias de Abancay y Andahuaylas del departamento de Apurímac 
(…). 
8 Decreto Supremo N° 068-2020-PCM, publicado en el diario oficial El Peruano el 14 de abril del 2020, señala: 
Artículo 1.- Incorporación de los numerales 3.10 y 3.11 al artículo 3 del Decreto Supremo Nº 051-2020- PCM 
Incorpórese los numerales 3.10 y 3.11 al artículo 3 del Decreto Supremo Nº 051-2020-PCM, que queda redactado de la siguiente 
manera: 
“Artículo 3.- Inmovilización Social Obligatoria 
3.11 Se autoriza, de manera excepcional, por razones humanitarias y previa coordinación con el gobierno regional que corresponda, 
el transporte interprovincial de pasajeros, por medio terrestre y aéreo no comercial, que se encuentren fuera de su residencia o 
lugar de trabajo habitual, a consecuencia de la aplicación de las disposiciones de inmovilización social. (…)”  (Énfasis agregado) 
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2020-PCM/SD, 9 en adelante Lineamientos de la PCM, 10 a efectos de establecer, entre otros, las 
obligaciones a cargo de los gobiernos regionales con relación a la operación de traslado y cuarentena 
de las personas que se encuentran fuera de su domicilio habitual.  
 
Entre las obligaciones de los gobiernos regionales, citadas en los Lineamientos de la PCM, destacan 
las siguientes: la elaboración y verificación del padrón de personas beneficiarias; la identificación de 
los criterios de selección; y la identificación de las personas que no cumplen con los criterios de 
vulnerabilidad, y de las que tienen a su cargo la responsabilidad de asumir el costo de transporte; 
del alojamiento temporal o residencia transitoria; de la alimentación y medicación de las personas 
beneficiarias; y, en general del proceso del traslado y cuarentena, cuando el beneficiario no cuente 
con los medios para hacerlo, tal como se detalla en el Cuadro N° 1. Como puede apreciarse, las 
obligaciones relacionadas con la ejecución de esta medida recaen principalmente en el nivel 
regional. Por este motivo, la supervisión de la Defensoría del Pueblo se ha enfocado en analizar el 
nivel de transparencia de los 25 gobiernos regionales respecto de las obligaciones que asumieron 
para ejecutar la medida de traslado humanitario excepcional como consecuencia de la COVID-19.  
 

Cuadro N° 1 
Obligaciones de los gobiernos regionales 

para el traslado y cuarentena de personas en el marco de los Lineamientos de la PCM 
 

 

ITEM OBLIGACIONES  
LINEAMIENTOS de la PCM (a) 

SECCIÓN NUMERAL 

1.  
Identificación adecuada de las personas que se 
encuentran en la ciudad de origen. (En coordinación con 
los alcaldes provinciales y distritales). 

Sección I  
Operación de 

Traslado 

Numeral 1.1  
Identificación de 

personas con 
necesidad de 

traslado 

2.  

Elaboración y verificación del correspondiente padrón 
de personas beneficiarias (nombres completos, edad, 
DNI, ciudad de partida, dirección en la ciudad de 
retorno, motivo que sustenta la vulnerabilidad y 
celular). 

3.  

Identificación clara y sustentada de los criterios de 
vulnerabilidad y de priorización para la atención de 
traslado, tomando en consideración: adultos mayores, 
familias con niños, mujeres embarazadas, personas que 
se movilizan por tratamientos médicos y necesidad 
económica. 

4.  

Envío de la relación de personas beneficiarias, mediante 
comunicación oficial y oportuna, a la sede central del 
Instituto Nacional de Defensa Civil (INDECI), indicando la 
modalidad de transporte, lugar de partida, lugar de 
llegada y fechas estimadas respectivas, con no menos de 
24 horas de anticipación a la hora del embarque 
propuesta por el Gobierno Regional. 

5.  
Establecimiento previo de la capacidad del albergue y 
alimentación en la región de destino, en coordinación 
con los gobiernos locales.  

6.  
Identificación de las personas que no cumplen con los 
criterios de vulnerabilidad y comunicar al Instituto 
Nacional de Defensa Civil (INDECI) al respecto. (b) 

Numeral 1.4 
Financiamiento del 

transporte 

 
9 Disponible en:  
https://cdn.www.gob.pe/uploads/document/file/671281/RESOLUCION_N__008-2020-PCM-SD.pdf 
10 Versión actualizada disponible 
en:https://cdn.www.gob.pe/uploads/document/file/671282/Lineamientos_TRASLADO_Y_CUARENTENA_-_1_mayo_f.pdf 

https://cdn.www.gob.pe/uploads/document/file/671281/RESOLUCION_N__008-2020-PCM-SD.pdf
https://cdn.www.gob.pe/uploads/document/file/671282/Lineamientos_TRASLADO_Y_CUARENTENA_-_1_mayo_f.pdf
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ITEM OBLIGACIONES  
LINEAMIENTOS de la PCM (a) 

SECCIÓN NUMERAL 

7.  
Realización de las coordinaciones con los medios de 
transporte para determinar el costo del servicio, cuando 
la entidad sea la que asuma el costo del traslado.  

8.  

Determinación, en coordinación con los alcaldes 
provinciales del Centro de Operaciones de Emergencia 
Regional (COER), de los lugares donde las personas 
cumplirán cuarentena en forma obligatoria por un 
máximo de 14 días. Pueden ser albergues, hoteles o 
lugares acondicionados para tal fin o domicilios 
particulares previa coordinación con el Ministerio de 
Defensa. (c) Sección II 

Operación de 
Cuarentena 

Numeral 2.1 
Identificación de 

lugar para la 
cuarentena 

 

9.  
Informar al Instituto Nacional de Defensa Civil (INDECI) 
los lugares seleccionados para realizar cuarentena 
obligatoria.  

10.  

Asumir -con los alcaldes provinciales y distritales-  el 
costo del  alojamiento temporal, residencia transitoria 
y en aislamiento, alimentación y medicación para las 
personas en situación de vulnerabilidad, que estén en 
proceso de retorno a su domicilio habitual.   

Numeral 2.3 
Financiamiento del 

costo de la 
cuarentena 

 

Elaboración: Propia. Defensoría del Pueblo. 
Leyenda: 
(a)= “Lineamientos para el traslado y cuarentena de personas que se encuentran fuera de su domicilio habitual, como efecto de 
las medidas de aislamiento social por la Emergencia Nacional por la COVID-19” (Versión actualizada). Disponible en: 
https://cdn.www.gob.pe/uploads/document/file/671282/Lineamientos_TRASLADO_Y_CUARENTENA_-_1_mayo_f.pdf 
(b)= El numeral 1.4 de los citados lineamientos señala que cualquier otra persona que no cumpla con los criterios de vulnerabilidad 
especificados por el Gobierno Regional deberá asumir el costo de su traslado. 
(c)= El segundo párrafo del numeral 2.1 de los citados lineamientos, señala que los alcaldes provinciales en coordinación con los 
alcaldes distritales y sus comunidades son responsables de la operación de albergues y los locales acondicionados para la cuarentena, 
la organización de los servicios de alimentación y la supervisión del cumplimiento de la cuarentena de las personas que ingresan a 
su ámbito jurisdiccional. 
 

Por otro lado, a través del Decreto de Urgencia Nº 043-2020, publicado el 20 de abril del 2020, se 
autorizó a los gobiernos regionales - GORES- a efectuar, durante el presente año, la contratación de 
los servicios necesarios para el alojamiento temporal en cuarentena y alimentación completa diaria 
de las personas que deban desplazarse dentro del país y cuyo retorno a su domicilio habitual, por 
razones de arraigo familiar o laboral, vulnerabilidad y/o sanidad, no hubiera sido posible a 
consecuencia de la declaración del Estado de Emergencia Nacional por la COVID-19. 11 En el decreto 
de urgencia en mención se precisó que la contratación debe efectuarse de forma directa con 
determinado proveedor con cargo a los recursos del presupuesto institucional del Gobierno 
Regional. 12  

Asimismo, la norma de manera excepcional autorizó al Ministerio de Economía y Finanzas, a realizar 
modificaciones presupuestarias a favor de los GORES, hasta por la suma de S/ 20 000 000,00 (veinte 

 
11 Artículo 1 e inciso 2.1 del artículo 2 del Decreto de Urgencia N° 043-2020.  
12 El Decreto de Urgencia N° 043-2020, señala:  

“Artículo 2. Alojamiento temporal en cuarentena a cargo de los Gobiernos Regionales (…) 
2.3 Dispóngase que las contrataciones a las que hace referencia el numeral 2.1 se realicen en el marco del literal b) del artículo 27 
del Texto Único Ordenado de la Ley N° 30225, Ley de Contrataciones del Estado, aprobado mediante Decreto Supremo N° 082-
2019-EF, y el artículo 100 del Reglamento de la Ley de Contrataciones del Estado, aprobado mediante Decreto Supremo N° 344-
2018- EF, normativa que regula la contratación directa con un determinado proveedor ante una situación de emergencia. (…)” 
(Énfasis agregado) 
“2.4 La adquisición autorizada en el numeral 2.1, se financia con cargo a los recursos del presupuesto institucional del Gobierno 
Regional respectivo. (…)” 

https://cdn.www.gob.pe/uploads/document/file/671282/Lineamientos_TRASLADO_Y_CUARENTENA_-_1_mayo_f.pdf
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millones y 00/100 soles) 13 para financiar, de forma complementaria, los gastos para la contratación 
de los servicios autorizados. Cabe indicar, que a través del Decreto Supremo N° 098-2020-EF, 
publicado en el diario oficial El Peruano el 6 de mayo del 2020, se actualizó el citado importe a S/ 19 
980 686 soles. El detalle de las transferencias realizadas a favor de los gobiernos regionales es el 
siguiente:14  

Cuadro N° 2 
Transferencia de partidas a favor de los Gobiernos Regionales  

 

 
Fuente: Decreto Supremo N° 098-2020-EF, publicado en el diario oficial El Peruano el 6 de mayo del 2020. 
 

Es menester señalar que los Lineamientos dispuestos por la PCM no contemplaron de manera 

expresa el deber de publicar información relacionada con el cumplimiento de las obligaciones 
detalladas en el Cuadro N° 1; sin considerar la relevancia de que dicha información sea conocida por 
la ciudadanía, para garantizar la labor de vigilancia ciudadana y, particularmente, por las personas 
beneficiarias para asegurar el ejercicio pleno de sus derechos.  
 
El gobierno nacional debió tomar en cuenta los riesgos de corrupción que implicaba la medida de 
traslado humanitario debido al presupuesto importante que demandó su ejecución y tomando en 

 
13 Numeral 2.5 del artículo 2 del Decreto de Urgencia N° 043-2020.  
14 Información disponible en: https://cdn.www.gob.pe/uploads/document/file/689706/Anexo_DS098_2020EF.pdf 

https://cdn.www.gob.pe/uploads/document/file/689706/Anexo_DS098_2020EF.pdf
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cuenta que, en contextos de emergencia, los procedimientos se flexibilizan, generando 
oportunidades para el uso o aprovechamiento indebido de los recursos del Estado. 
 

II. METODOLOGÍA DE LA SUPERVISIÓN 

 

2.1 OBJETIVO  

Identificar el nivel de transparencia de los Gobiernos Regionales en la ejecución del traslado 
humanitario excepcional a efectos de formular recomendaciones que contribuyan a minimizar los 
riesgos de corrupción, fortalecer la transparencia y rendición de cuentas y facilitar la vigilancia 
ciudadana de esta medida. 

2.2 JUSTIFICACIÓN  

En la organización del traslado humanitario se han identificado riesgos de corrupción debido a que 
los procedimientos se flexibilizan con el propósito de atender oportunamente a la población 
vulnerable. Debido a ello, la ausencia de transparencia y rendición de cuentas puede originar el 
aprovechamiento y mal uso de los recursos, en detrimento de las personas más vulnerables y de 
aquellos que requieren retornar a su residencia habitual. 

La transparencia es un deber de todo funcionario o servidor público que favorece el adecuado 
funcionamiento de la administración pública. Cuando las autoridades son observadas se vuelven 
más escrupulosas y cuidadosas con las decisiones que toman. La falta de transparencia en el proceso 
podría incidir negativamente en la adecuada ejecución del proceso de traslados humanitarios, 
afectando a la población más vulnerable y a aquéllos que requieren retornar a su residencia 
habitual. Estos preceptos se desarrollan en la Ley del Código de Ética de la Función Pública, Ley N° 
27815,15 y además se encuentran contemplados como un principio de la gestión regional en la Ley 
Orgánica de Gobiernos Regionales, Ley N° 27867. 16  
 
Este es el marco legal y de protección de derechos que ampara la supervisión realizada por la 
Defensoría del Pueblo, en cumplimiento de las competencias establecidas en la Constitución Política 
del Perú y su Ley Orgánica. 17   

 

 

 
15 La Ley del Código de Ética de la Función Pública, Ley N° 27815, señala:  

“Artículo 7.- Deberes de la Función Pública 
El servidor público tiene los siguientes deberes: 
(…) 
2. Transparencia 
Debe ejecutar los actos del servicio de manera transparente, ello implica que dichos actos tienen en principio carácter público y 
son accesibles al conocimiento de toda persona natural o jurídica. El servidor público debe de brindar y facilitar información 
fidedigna, completa y oportuna.” 

16 La Ley Orgánica de Gobiernos Regionales, Ley N° 27867, señala:  
“Artículo 8.- Principios rectores de las políticas y la gestión regional 
La gestión de los gobiernos regionales se rige por los siguientes principios: 
(…) 
2. Transparencia.- Los planes, presupuestos, objetivos, metas y resultados del Gobierno Regional serán difundidos a la población. 
La implementación de portales electrónicos en internet y cualquier otro medio de acceso a la información pública se rige por la 
Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública Nº 27806.” 

17 Artículo 162° de la Constitución Política del Perú, y artículo 1 de la Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo, Ley N° 26520.  
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2.3 RECOJO Y ANÁLISIS DE INFORMACIÓN 

a. Elaboración de instrumentos de recojo de información 

Para recoger la información se diseñó una ficha con tres (3) categorías. La primera categoría 
relacionada con la ‘habilitación de canales de difusión y comunicación’; y las dos siguientes 
categorías vinculadas a dos procesos clave para la ejecución de la medida de traslado 
humanitario: i) ‘Operación de traslado’ y ii) ‘Operación de cuarentena’.  
 
La primera categoría, referida a la ‘Habilitación de canales de difusión y comunicación’ ha sido 
considerada como una buena práctica de gestión pública debido a que, en sí, la implementación 
de estos canales no supone un acto de transparencia, pero sí es una práctica necesaria y 
destacable para atender oportunamente las demandas e inquietudes que pueda tener la 
ciudadanía. En cambio, la segunda y tercera categoría han sido consideradas como buenas 
prácticas de transparencia dado que nos referimos a la publicación y difusión de interés de la 
ciudadanía, a pesar de que en los Lineamientos de la PCM no se precisó la obligatoriedad de 
publicar los diversos aspectos que involucró la ejecución de esta medida. Ello, con excepción 
del deber legal de publicar en el Portal de Transparencia Estándar las órdenes por los servicios 
y bienes adquiridos18.  
 
Los aspectos evaluados en cada categoría han sido definidos sobre la base de los Lineamientos 
de la PCM que, de acuerdo con el análisis efectuado corresponden a información de interés de 
la ciudadanía que debió ser implementada o publicada, por parte de los gobiernos regionales.   
 
A continuación, presentamos en el Cuadro N° 3 las categorías y aspectos que fueron 
supervisados en el presente informe. El ANEXO adjunto brinda mayor detalle sobre el referido 
cuadro. 

Cuadro N° 3 
Categorías y aspectos supervisados 

 
 

Ítem Categoría  Aspectos supervisados  

1 

 
Habilitación de 

canales de difusión 
y comunicación 

 

 

Implementación de canales de difusión para informar sobre el traslado 
humanitario. 

Habilitación de canales para brindar orientación sobre el traslado 
humanitario y el proceso de inscripción. 

2 
Operación de 

traslado 

Publicación de los criterios de vulnerabilidad y priorización de las 
personas beneficiarias. 

Publicación de la lista de personas beneficiarias. 

Publicación de las empresas de transporte contratadas y el costo del 
servicio. 

3 Publicación de los hospedajes contratados y el costo del servicio. 

 
18 De acuerdo con el numeral 3 del artículo 5° del Texto Único Ordenado de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública, las entidades de la administración pública deben difundir a través de su portal de transparencia información respecto a 
las adquisiciones de bienes y servicios que realicen. 
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Ítem Categoría  Aspectos supervisados  

 

Operación de 
cuarentena 

 

Publicación del gasto por la contratación del servicio de alimentación. 
 

Publicación de los gastos de medicación. 
Publicación de listas de personas que asumieron el costo de su traslado. 
(*) 

 

Elaboración: Propia. Defensoría del Pueblo. 
Nota:  
(*) Si bien el numeral 1.4 de la sección I de la Operación de traslado de los Lineamientos de la PCM, establece que cualquier 
otra persona que no cumpla con los criterios de vulnerabilidad especificados por el Gobierno Regional deberá asumir el costo 
de su traslado, cabe precisar que, dicha situación, implica que además realicen desembolsos durante el tiempo que se 
encuentren en cuarentena. Por ello, se ha considerado la publicación de las personas que asumieron el costo de su traslado 
en la categoría Operación de cuarentena, para ser contrastada con la lista de personas beneficiarias que recibieron apoyo del 
gobierno regional, a efectos de vigilar la ejecución del gasto tanto para el traslado como para la cuarentena.  
 

b. Aplicación de los instrumentos 

Atendiendo a las restricciones impuestas a partir del Estado de Emergencia, la supervisión se 
realizó de manera remota el pasado 15 de julio. Para ello, se revisaron los portales web 
institucionales, portales de transparencia estándar y páginas oficiales de Facebook de los 25 
gobiernos regionales, a efectos de verificar la publicación de la información especificada en el 
Cuadro N° 3. Asimismo, para asegurar la rigurosidad de la información durante el proceso de 
recojo, se registraron enlaces web y/o capturas de pantalla de la información correspondiente, 
para contar con medios de verificación de los aspectos supervisados. 
 

c. Sistematización y análisis 

La información obtenida a partir de los portales web institucionales, portales de transparencia 
estándar y páginas oficiales de Facebook fue alojada en una base de datos para su 
procesamiento y análisis. Como resultado se obtuvieron estadísticas sobre la transparencia de 
los gobiernos regionales en la ejecución de la medida de traslado humanitario.  
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III. RESULTADOS DE LA SUPERVISIÓN  

 
En la primera parte presentamos el análisis individual de los aspectos supervisados, indicando -
desde una perspectiva ciudadana- la relevancia de que estos hayan sido publicados, a pesar de no 
constituir una obligación establecida de forma expresa en los Lineamientos de la PCM; asimismo, 
mostramos los resultados de la verificación de cada aspecto. En la segunda parte presentamos un 
análisis integral que consolida los resultados de todos los aspectos supervisados, facilitando una 
visión general del nivel de transparencia en el procedimiento de traslado humanitario. También 
presentamos un mapa para evaluar los niveles de transparencia de los gobiernos regionales, que 
considera un indicador que integra las categorías ‘Operación de traslado’ y ‘Operación de 
cuarentena’.  
 
3.1 PRIMERA PARTE: ANÁLISIS INDIVIDUAL DE LOS ASPECTOS SUPERVISADOS 

 
Consideramos oportuno iniciar este acápite formulando una precisión respecto de la idoneidad de 
los canales y espacios empleados para publicar y difundir información en el contexto de esta medida 
social. Al respecto, existe información que es temporal o transitoria; es decir, su utilidad responde 
a un momento específico: Por ejemplo, la ampliación de los plazos de inscripción para los traslados 
o algún convenio firmado con una empresa de transporte. Esta información puede ser socializada a 
través de un portal de noticias o difundida en las redes sociales, pues su utilidad corresponde a un 
momento específico.  
 
Por otro lado, hay información cuya utilidad es permanente, es decir, es constante en el tiempo. Un 
ejemplo, son los requisitos para acogerse a esta medida, los criterios de vulnerabilidad y 
priorización, los canales para recibir orientación, los costos en alojamiento, transporte, 
alimentación, entre otros. Esta información, en cambio, debe ser publicada en espacios específicos, 
donde la información se mantenga, y no en portales de noticias, pues a medida en que transcurre 
el tiempo, la información se hace menos visible y su consulta es menos accesible a la ciudadanía. 
Estos son los criterios que se han tomado en cuenta para el desarrollo de la presente supervisión. 
 
3.1.1 CATEGORIA I: HABILITACIÓN DE CANALES DE DIFUSIÓN Y COMUNICACIÓN 

En esta categoría hemos supervisado la implementación de canales de difusión y comunicación 
implementados para llevar a cabo esta medida en el contexto del estado de emergencia. Han sido 
consideradas como buenas prácticas de gestión por tratarse de medidas relevantes para facilitar la 
difusión de cómo se iba a ejecutar la medida de traslado humanitario y los canales de comunicación 
implementados para las personas que requerían acogerse a ella. 

a) Implementación de canales de difusión para informar sobre el traslado humanitario 

 
Durante la supervisión verificamos si los gobiernos regionales implementaron apartados específicos 
o ventanas emergentes en su portal institucional para informar sobre las medidas adoptadas en el 
marco de la emergencia sanitaria, específicamente para informar sobre la ejecución de los traslados 
humanitarios: Ello, pues dada la importancia de que esta medida sea ampliamente conocida y 
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difundida, se debía implementar un apartado especial o ventana emergente. De esta verificación se 
advirtió lo siguiente: 

Gráfico N° 1 

 

De los 25 gobiernos regionales, se identificó que solo 2 implementaron un apartado específico o una 
ventana emergente para informar todo lo relacionado con el procedimiento de traslado 
humanitario, mientras que 23, publicaron la información en el portal de noticias, páginas de 
Facebook, u otros espacios de menor visibilidad. No obstante, por la relevancia de que la 
información sea accesible y pueda ser ubicada de manera completa, lo más conveniente habría sido 
que los gobiernos regionales implementen un apartado específico o ventana emergente en su portal 
institucional, sin perjuicio de incrementar la difusión de esta información a través de su portal oficial 
de Facebook.  

Cabe precisar que los 25 gobiernos regionales implementaron “canales de inscripción” para la 
elaboración de la lista de personas beneficiarias del traslado humanitario. Sin embargo, en este 
acápite no nos referimos a este aspecto que constituía una acción ineludible para llevar adelante la 
ejecución de la medida de traslado. En este caso, de los 25 gobiernos regionales, 17 habilitaron 
como canal de inscripción los formularios de Google, 4 habilitaron fichas propias, 2 habilitaron 
números de celular y otros 2 habilitaron un correo electrónico institucional.    

b) Habilitación de canales para brindar orientación sobre el traslado humanitario y el 

proceso de inscripción  

Las medidas adoptadas por el Estado peruano en el marco de la emergencia nacional, además de 
inéditas, han sido repentinas. De ahí, la importancia de que se habiliten canales para facilitar una 
comunicación fluida con la ciudadanía para que puedan absolver sus dudas respecto a este proceso 
y solicitar, de ser el caso, su inscripción en la lista de personas beneficiarias o recibir orientación 
sobre el llenado correcto de los formularios que implementó la mayoría de los gobiernos regionales. 
En el caso de la medida de traslado humanitario, por haber estado dirigida principalmente a 
población vulnerable y con recursos económicos insuficientes para solventar su mantención en otra 
ciudad, resultaba importante que los gobiernos regionales establecieran canales de comunicaciones 
ágiles y accesibles para orientar a estas personas y absolver sus dudas respecto a este proceso.  
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De la verificación realizada en los portales institucionales y páginas de Facebook de los GORES, se 
advirtió lo siguiente: 

Gráfico N° 2 

 

De los 25 gobiernos regionales, 17 implementaron esta buena práctica de gestión, 
proporcionando números celulares para que las personas puedan solicitar orientación sobre el 
proceso de traslado humanitario o absolver dudas durante su inscripción para acceder a dicho 
beneficio social. Dentro de este grupo, 5 habilitaron además correos electrónicos y un teléfono 
fijo para la atención. Por su parte, 8 GORES no habilitaron ningún canal de comunicación, 
conforme se aprecia en la Tabla N° 1. 

Tabla N° 1 

HABILITACIÓN DE LOS CANALES DE 

COMUNICACIÓN PARA ORIENTAR O ATENDER 

CONSULTAS DE LA CIUDADANÍA 
NO HA PUBLICADO 

Lima Huánuco 
Callao Piura 

 
La Libertad Ayacucho 
Arequipa Ucayali 

Cajamarca 
Ica Tacna 

Cusco San Martín Madre de Dios 
Áncash 

Lambayeque Puno 
Moquegua Junín 

Loreto 
 

Amazonas Tumbes 
Huancavelica 

Pasco Apurímac 

 
3.1.2 CATEGORIA II: OPERACIÓN DE TRASLADO 

En esta categoría hemos identificado aquellos aspectos que se encuentran vinculados con la 
operación de traslado de personas, contenidos en la sección I de los Lineamientos de la PCM. Su 
publicación constituye una buena práctica de transparencia, pues corresponde a información que 
en su conjunto permite analizar la gestión de los gobiernos regionales, respecto del cabal 
cumplimiento de esta operación; y hace que la medida sea previsible para la ciudadanía, facilitando 
su acceso de manera informada.  
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En esta categoría supervisamos la publicación de los siguientes aspectos: a) Publicación de los 
criterios de vulnerabilidad y priorización de las personas beneficiarias; b) Publicación de la lista de 
personas beneficiarias; y c) Publicación de las empresas de transporte contratadas y el costo del 
servicio. 

a) Publicación de los criterios de vulnerabilidad y priorización de personas beneficiarias 
 

De acuerdo con los Lineamientos de la PCM,19 los gobiernos regionales deben establecer con debida 
claridad y sustento, los criterios de vulnerabilidad y de priorización para la atención del traslado de 
personas, tomando en consideración a adultos mayores y personas con discapacidad, con 
acompañante de ser necesario, familias con niños menores, mujeres embarazadas, personas que se 
movilizan por tratamientos médicos o sufren algún tipo de condición médica y necesidad 
económica.  
 
La publicación de estos criterios constituye una buena práctica de transparencia, en tanto 
incrementa la predictibilidad del proceso, permitiendo que la ciudadanía pueda tener la certeza 
sobre si reúne o no las condiciones para acceder a este beneficio. Por otro lado, facilita las labores 
de vigilancia y control social de la ciudadanía, pues este es un elemento necesario que permite 
identificar personas del padrón que no cumplen con los criterios de priorización. De la verificación 
realizada en los portales institucionales y páginas de Facebook de los GORES, se advirtió lo siguiente: 

 

Gráfico N° 3 

 

 

De los 25 gobiernos regionales, se identificó que 18 publicaron en sus portales web institucionales 
y/o página oficial de Facebook los criterios de vulnerabilidad y priorización para la atención del 
traslado humanitario; es decir, precisaron que atenderían preferentemente a las personas adultas 
mayores, familias con niños, mujeres embarazadas, personas que se movilizaban por tratamientos 
médicos y por necesidad económica en la línea de lo dispuesto por los Lineamientos de la PCM. 
Mientras que 7, no publicaron dicha información, conforme se aprecia en la Tabla N° 2. 

 

 

 

 
19 Segundo párrafo del Numeral 1.1, Sección I Operación Traslado. 
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Tabla N° 2 
 

PUBLICÓ EN SU PORTAL WEB INSTITUCIONAL Y/O PÁGINA 
DE FACEBOOK 

NO HA PUBLICADO 

Callao Pasco Arequipa Lima 
Áncash 

Piura Cajamarca Lambayeque Puno 
La Libertad Cusco Loreto 

Ucayali 
Huancavelic

a Madre de Dios Ica Huánuco 
Moquegua San Martín Ayacucho 

Tumbes Apurímac 
Amazonas Tacna Junín 

 
b) Publicación de la lista de personas beneficiarias 

  

La publicación de la lista de personas beneficiarias constituye una buena práctica de transparencia 
y un aspecto esencial para la vigilancia del proceso. No solo permite a la ciudadanía tener certeza 
sobre la admisión de su solicitud, también permite advertir algún beneficio indebido o situación 
irregular. Es importante destacar que, para favorecer la transparencia e idoneidad en la ejecución 
de esta medida, en esta publicación se debió precisar la situación de vulnerabilidad de las personas 
beneficiarias, pues no todos podían ser trasladados en un mismo momento. El orden de prelación 
de la lista de personas beneficiarias podía conllevar preferencias o ventajas indebidas, por lo que 
era necesario que se publiquen los criterios de vulnerabilidad y priorización descritos en el apartado 
anterior, y que los registros de beneficiaros diferencien a las personas, de acuerdo con su situación 
de vulnerabilidad.  

No publicar esta información de manera completa, además de generar incertidumbre en la 
población beneficiaria, limitó las labores de vigilancia y control social de la ciudadanía, generando 
desconfianza del proceso y de los funcionarios del gobierno regional. 

Cabe señalar que, de acuerdo con los lineamientos de la PCM, los GORES debían enviar la relación 
de personas beneficiarias, mediante comunicación oficial y oportuna, a la sede central del Instituto 
Nacional de Defensa Civil (INDECI), indicando la modalidad de transporte, lugar de partida, lugar de 
llegada y fechas estimadas respectivas, con no menos de 24 horas de anticipación a la hora del 
embarque propuesta por el Gobierno Regional. En ese sentido, esa información podía ser publicada 
además en el portal web institucional como una buena práctica de transparencia dado que los 
Lineamientos no contemplaron la obligatoriedad de su difusión. 

De la verificación realizada en los portales institucionales y páginas de Facebook de los GORES, se 
advirtió lo siguiente: 
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Gráfico N° 4 

 

 

De los 25 gobiernos regionales, 9 implementaron esta buena práctica de transparencia y publicaron 
en su portal web institucional y/o página oficial de Facebook las listas de personas beneficiarias; 5 
consideraron información parcial pues sólo consignaron los números de DNI, sin especificar los 
nombres completos y en otros casos no publicaron la lista completa de personas beneficiarias, 
mientras que 11 no publicaron dicha información, conforme se aprecia en la Tabla N° 3. 

Respecto de la diferenciación de las personas beneficiarias, conforme a su condición de 

vulnerabilidad, se encontró que, de los 14 gobiernos regionales que publicaron total o parcialmente 
la respectiva lista, 3 precisaron la situación de vulnerabilidad; mientras que 1 lo hizo parcialmente, 
es decir, en algunos de sus registros sí se advertía esa distinción y en otros, no. Para hacer la 
distinción los gobiernos regionales indicaron, en una columna de los registros, si son personas 
adultas mayores, menores de edad, madres gestantes, personas con discapacidad, personas que 
requieren atención médica o personas con vulnerabilidad económica; transparentándose así los 
motivos por los cuales fueron priorizados. 

Tabla N° 3 

PUBLICÓ LA LISTA COMPLETA 

DE BENEFICIAROS 

PUBLICÓ 

PARCIALMENTE LA 

LISTA 
NO PUBLICÓ LA LISTA 

Lima Arequipa 
Puno (a) 

Callao Cusco Ayacuch
o 

Áncash Ica  Junín Piura San Martín 
Ucayali Huánuco 

Amazonas (b) Lambayeque 
Apurímac Huancavelic

a 
Loreto (a) Cajamarca (a) Pasco 

Tumbes 
Madre de 

Dios 
La 

Libertad Tacna Moquegua 
Nota: 
(a) =GORES que precisaron la situación de vulnerabilidad de las personas beneficiarias. 
(b) =GORES que parcialmente precisaron la situación de vulnerabilidad de las personas beneficiarias (en algunos registros). 

 
Como puede apreciarse, únicamente, los gobiernos de Loreto y Cajamarca publicaron la lista 
completa de personas beneficiarias y además precisaron su condición de vulnerabilidad. 
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c) Publicación de las empresas de transporte contratadas y el costo del servicio 

        
En los Lineamientos de la PCM20  se precisa que el Instituto Nacional de Defensa Civil (INDECI) es el 
responsable de financiar el traslado de las personas -con resultado negativo de la prueba de la 
COVID-19- a su ciudad de origen.21 Para ello, las personas debían estar debidamente identificadas, 
así como acreditada su situación de vulnerabilidad. Los Lineamientos de la PCM también precisan 
que las personas que no se encuentren en situación de vulnerabilidad, asumirán el costo de su 
traslado y, a su vez, refieren: “El Gobierno Regional realizará las coordinaciones con los medios de 
transporte para determinar el costo del servicio, cuando esta entidad sea la que asuma el costo del 

traslado” (énfasis agregado). Ello significa que los gobiernos regionales también han asumido gastos 
de traslado de las personas beneficiarias. 

Esta información es necesaria para vigilar la ejecución del presupuesto, pues se debería conocer si 
llegaron a efectuar algún gasto por este rubro, así como los montos pagados, las empresas 
contratadas e, incluso, las rutas contratadas. No publicar esta información limita la posibilidad de 
realizar una adecuada vigilancia del presupuesto público.  

De la verificación realizada en los portales institucionales, páginas de Facebook y portales de 
transparencia estándar de los GORES, se advirtió lo siguiente: 

 

Gráfico N° 5 

 

 

De los 25 gobiernos regionales, solo 2 difundieron en su portal de transparencia estándar 
información detallada sobre los proveedores contratados, montos ejecutados y las rutas realizadas; 
otros 2 GORES publicaron información general relacionada con el gasto, mientras que el resto, es 
decir 21, no publicaron dicha información, conforme se aprecia en la Tabla N° 4.  

 

 
20 Numeral 1.4 de los Lineamientos de la PCM.  
21 Cabe indicar que, entre el 20 de mayo y 20 de julio del 2020, se ha publicado información sobre el gasto por transporte 
efectuado por el INDECI, cuya información se encuentra disponible en:  https://portal.osce.gob.pe/osce/covid19/ 

https://portal.osce.gob.pe/osce/covid19/
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Tabla N° 4 
 

PUBLICÓ 

INFORMACIÓN 

DETALLADA 

PUBLICÓ 

INFORMACIÓN 

GENERAL 
NO HA PUBLICADO 

Cusco 
Cajamarca 

Lima Callao Piura Lambayeque 
La Libertad Arequipa Junín Huánuco 

San Martín 

Puno Áncash Loreto Apurímac 

Ica 
Amazonas 

Ayacucho Ucayali 
Huancavelica 

Tumbes Tacna 
Pasco Moquegua Madre de Dios 

 
Es preciso que, al encontrarnos en un estado de emergencia, se priorizan los procedimientos de 
contratación bajo la modalidad de contrataciones directas, en los que se dispone de fondos públicos 
de manera inmediata. Por ello, resulta fundamental proporcionar a la ciudadanía información clara 
y oportuna de las contrataciones efectuadas, a fin de advertir posibles favorecimientos hacia 
proveedores que no cumplen con los aspectos técnicos para brindar el servicio objeto de 
contratación o existan escenarios de conflictos de intereses, entre otras irregularidades que pueden 
presentarse. 

 
En ese sentido, las autoridades deberían informar a la población sobre el uso de los recursos 
destinados a la emergencia de forma continua, oportuna, veraz y verificable, y en lenguaje amigable, 
publicándola en formatos de datos abiertos y asegurando su accesibilidad para diferentes tipos de 
audiencias. Asimismo, al término de la emergencia, deberían informar sobre los resultados de la 
ejecución de los recursos. Ello, sin perjuicio del cumplimiento de las disposiciones y plazos 
contemplados en la normativa en materia de contrataciones del Estado22 y el Decreto de Urgencia 
N° 043-2020.23 
 
Por otro lado, los Lineamientos de la PCM 24 establecen la posibilidad de que personas que no 
cumplen con los criterios de vulnerabilidad puedan retornar a su domicilio habitual asumiendo el 
costo de su traslado. En ese sentido, en aras de transparentar la ejecución de fondos públicos de 

 
22 El Reglamento de la Ley N° 30225, Ley de Contrataciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo N° 344-2018-EF, señala: 
“Artículo 100. Condiciones para el empleo de la Contratación Directa 
La Entidad puede contratar directamente con un proveedor solo cuando se configure alguno de los supuestos del artículo 27 de la 
Ley bajo las condiciones que a continuación se indican: (…) 
b) Situación de Emergencia (…) 
En dichas situaciones, la Entidad contrata de manera inmediata los bienes, servicios en general, consultorías u obras estrictamente 
necesarios, tanto para prevenir los efectos del evento próximo a producirse, como para atender los requerimientos generados como 
consecuencia directa del evento producido, sin sujetarse a los requisitos formales de la presente norma. Como máximo, dentro del 
plazo de diez (10) días hábiles siguientes de efectuada la entrega del bien, o la primera entrega en el caso de suministros o del inicio 
de la prestación del servicio, (…), la Entidad regulariza aquella documentación referida a las actuaciones preparatorias, el informe 
o los informes que contienen el sustento técnico legal de la Contratación Directa (…); debiendo en el mismo plazo registrar y 
publicar en el SEACE los informes y la resolución o acuerdos antes mencionados. (…).” (Énfasis agregado) 
23 El Decreto de Urgencia N° 043-2020, publicado en el diario oficial El Peruano el 20 de abril del 2020, señala: 
“Artículo 2. Alojamiento temporal en cuarentena a cargo de los Gobiernos Regionales: 
(…) 
2.3 (…) 
La regularización de las acciones requeridas en el artículo 100 del Reglamento de la Ley de Contrataciones del Estado, que incluye 
los informes técnicos y legales que justifican el carácter urgente de dichas contrataciones, se efectúa en un plazo máximo de treinta 
(30) días hábiles, cuyo inicio se computa de acuerdo a lo previsto en el citado reglamento.” (Énfasis agregado). 
24 Numeral 1.4 de los Lineamientos de la PCM.  
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parte de los GORES resulta recomendable hacer de público conocimiento la relación de personas 
que asumieron su costo de traslado, pues dicha información puede ser contrastada con la lista de 
personas que recibieron apoyo del Gobierno Regional para su traslado por razones de 
vulnerabilidad, y permitiría valorar si la lista de gastos por dicho concepto resulta confiable. 
 

3.1.3 CATEGORÍA II: OPERACIÓN DE CUARENTENA 

De acuerdo con los Lineamientos de la PCM, las personas que requieren retornar a su jurisdicción 
deben cumplir la cuarentena en forma obligatoria por un máximo de catorce (14) días. Asimismo, 
se precisa que el gobierno regional, juntamente con los alcaldes provinciales y distritales, asumen 
el costo del alojamiento temporal o residencia transitoria y en aislamiento, así como la alimentación 
y medicación para las personas que se encuentren en situación de vulnerabilidad.25  

La publicación de la información que sustente el gasto efectuado por el gobierno regional por los 
conceptos arriba detallados constituye un acto de transparencia que facilita la verificación de la 
ejecución del presupuesto público. Ello permite que la ciudadanía pueda formarse una opinión 
sobre la razonabilidad de los costos y la eficiencia del gasto público, despejando cualquier duda 
sobre posibles sobrevaloraciones o gastos realizados. Lamentablemente, el citado instrumento no 
estableció el deber de publicar dicha información, a efectos de que la ciudadanía pueda ejercer las 
labores de vigilancia social y con ello generar confianza sobre la gestión los gobiernos regionales. 

Cabe precisar que de acuerdo al Reglamento de la Ley N° 30225, Ley de Contrataciones del Estado, 
en situaciones de emergencia es posible la contratación directa de bienes y servicios en general de 
un proveedor, sin sujetarse a los requisitos formales de la norma en mención, teniendo la entidad 
un plazo de diez (10) días hábiles siguientes de efectuada la entrega del bien, o la primera entrega 
en el caso de suministros o del inicio de la prestación del servicio para regularizar aquella 
documentación referida a las actuaciones preparatorias, el informe o los informes que contienen el 
sustento técnico legal de la Contratación Directa debiendo en el mismo plazo registrar y publicar en 
el SEACE los informes y la resolución o acuerdos antes mencionados.   
 
Asimismo, el Decreto de Urgencia N° 043-2020, dispuso que la regularización de las acciones 
requeridas en el artículo 100 del Reglamento de la Ley de Contrataciones del Estado, que incluye los 
informes técnicos y legales que justifican el carácter urgente de dichas contrataciones, se efectúa 
en un plazo máximo de treinta (30) días hábiles, cuyo inicio se computa de acuerdo con lo previsto 
en el citado reglamento. Por su parte, conforme a los “Lineamientos para la implementación del 
Portal de Transparencia Estándar en las entidades de la Administración Pública” 26 , las órdenes de 
bienes y servicios se publican de forma mensual, dentro de los 15 días útiles del mes siguiente. Por 
tanto, las órdenes de los bienes y servicios contratados durante los meses de abril y mayo debieron 
ser publicadas a más tardar el 25 de mayo y 22 de junio, respectivamente. 
 
Bajo este marco, y reconociendo la relevancia de que dicha información se encuentre a disposición 
de la ciudadanía, se procedió a verificar si los gobiernos regionales cumplieron con publicar 
información relacionada con los gastos por alojamiento, alimentación y medicación de las personas 
en situación de vulnerabilidad beneficiarias del traslado humanitario.   

  

 
25 Numerales 2.1 y 2.3 de los Lineamientos de la PCM.  
26 Directiva N° 001-2017-PCM/SGP, “Lineamientos para la implementación del Portal de Transparencia Estándar en las entidades de 
la Administración Pública”, aprobada mediante la Resolución Ministerial Nº 035-2017-PCM, publicada en el diario oficial El Peruano 
el 18 de febrero del 2017, disponible en: https://sgp.pcm.gob.pe/wp-content/uploads/2017/02/RM-035-PCM-2017c.pdf 
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a) Publicación de los lugares de hospedaje contratados y el costo del servicio 

 
De acuerdo con los Lineamientos de la PCM, los Gobiernos Regionales debían informar al 

INDECI los lugares seleccionados para realizar la cuarentena obligatoria de las personas 
beneficiarias de la medida de traslado humanitario excepcional. Asimismo, debían junto a los 
alcaldes provinciales y distritales, asumir el costo del alojamiento temporal o residencia 
transitoria y en aislamiento de las personas que estaban en proceso de retorno a su domicilio 
habitual.  De la verificación realizada en los portales institucionales, páginas de Facebook y 
portales de transparencia estándar de los GORES, se advirtió lo siguiente: 
 
 

Gráfico N° 6 

 

De los 25 gobiernos regionales, 8 publicaron información en detalle respecto a los hospedajes 
contratados y el costo del servicio, es decir, con indicación de la relación de hoteles, montos 
pagados y número de personas beneficiarias; 2 publicaron información de manera general 
referida a comunicados a través de los cuales se dio cuenta de las coordinaciones y/o empresas 
hoteleras seleccionadas y los montos pactados; mientras que 15 no publicaron dicha 
información, conforme al detalle de la Tabla N° 5. 

Tabla N° 5 

PUBLICÓ 

INFORMACIÓN EN 

DETALLE 

PUBLICÓ 

INFORMACIÓN 

GENERAL 
NO HA PUBLICADO 

Cajamarca Cusco  
Arequipa  

La  
Libertad 

Lima Callao 

Puno San 
Martín 

Piura Junín Lambayeque 
Apurímac 

Tacna  
Áncash Loreto Ica 

Moquegua Madre 
de Dios 

Huánuco Ayacucho Ucayali 
Tumbes Amazonas Huancavelica Pasco 
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b) Publicación del gasto por la contratación del servicio de alimentación  
 

Conforme a los Lineamientos de la PCM, los Gobiernos Regionales debían, junto a los alcaldes 
provinciales y distritales, asumir el costo del servicio de alimentación de las personas que estuvieran 
en aislamiento para el proceso de retorno a su domicilio habitual. De la verificación realizada en los 
portales institucionales, páginas de Facebook y portales de transparencia estándar de los GORES, se 
advirtió lo siguiente: 

 

Gráfico N° 7 

 

De los 25 gobiernos regionales, 8 publicaron información sobre el costo por la contratación del 
servicio de alimentación y los proveedores contratados; 2 solo publicaron información general sobre 
el gasto en este rubro, mientras que, 15 no publicaron dicha información, conforme al detalle de la 
Tabla N° 6. 

 

Tabla N°6 
 

PUBLICÓ 

INFORMACIÓN EN 

DETALLE 

PUBLICÓ 

INFORMACIÓN 

GENERAL 
NO HA PUBLICADO 

Cajamarca Cusco  
Arequipa  

La  
Libertad 

Lima Callao 

Puno San 
Martín 

Piura Junín Lambayeque 
Apurímac 

Tacna  
Áncash Loreto Ica 

Moquegua Madre 
de Dios 

Huánuco Ayacucho Ucayali 
Tumbes Amazonas Huancavelica Pasco 

 
c) Publicación de los gastos de medicación 

De acuerdo con los Lineamientos de la PCM27 el gobierno regional, a través de su Dirección Regional 
de Salud, Gerencia Regional de Salud, o quien haga sus veces, debía verificar la evolución de las 
personas beneficiarias, adoptar medidas urgentes para aquellas que puedan presentar síntomas de 

 
27 Numerales 2.2 y 2.3 de los Lineamientos de la PCM.  
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contagio durante el aislamiento y, con los alcaldes provinciales y distritales, asumir el respectivo 
costo de medicación. 

Para cumplir con este mandato, los gobiernos regionales, en el ámbito de sus competencias, 
asumieron los diversos gastos que se requerían, como la compra de medicamentos o insumos, a fin 
de garantizar la atención sanitaria durante la cuarentena.   

Como resultado de la Supervisión se advirtió que ningún gobierno regional ha publicado 

información respecto al costo o gastos por medicación o insumos que han podido adquirir para las 
personas trasladadas y que se encuentran en cuarentena obligatoria. Como en los anteriores casos, 
los gobiernos regionales sólo han publicado información general señalando que coordinan la 
atención sanitaria con las Direcciones Regionales de Salud, sin embargo, no detallan si estas 
acciones han incluido la compra de medicamentos o insumos.  

d) Publicación de listas de personas que asumieron el costo de su traslado  

Los Lineamientos de la PCM 28 establecen la posibilidad de que personas que no cumplen con los 
criterios de vulnerabilidad puedan retornar a su domicilio habitual asumiendo el costo de su 
traslado. Este escenario abre la posibilidad de que malos funcionarios efectúen cobros irregulares o 
apropiaciones dinerarias indebidas por traslado de las personas beneficiarias. Por tanto, en aras de 
reforzar la transparencia e integridad de la gestión del gobierno regional, resulta necesario que sea 
de público conocimiento la relación de personas que asumieron su costo de traslado: Dicha 
información puede ser contrastada con la lista de personas que sí recibieron apoyo del gobierno 
regional para su traslado por razones de vulnerabilidad. Lo cual permitiría valorar si la lista de gastos 
por dicho concepto resulta confiable. 

No publicar esta información limita la posibilidad de realizar la vigilancia social de parte de la 
ciudadanía sobre el presupuesto ejecutado por el gobierno regional, pues es necesario diferenciar 
claramente a las personas que asumieron sus gastos de traslado, de los que no.  

Asimismo, cabe precisar que, de acuerdo con los Lineamientos de la PCM, era deber de los gobiernos 
regionales identificar a las personas que no cumplían con los criterios de vulnerabilidad y comunicar 
al INDECI al respecto. En ese sentido, habría constituido una buena práctica de transparencia que 
los GORES hayan publicado la lista de las personas que no cumplían con los criterios de 
vulnerabilidad y que a pesar de ello fueron trasladados asumiendo sus propios gastos. 

De la verificación realizada en los portales institucionales, páginas de Facebook y portales de 
transparencia estándar, se advierte que ningún gobierno regional publicó la lista de las personas 
que asumieron el costo de su traslado. Esta situación podría deberse a que en los registros no han 
considerado un campo de información para hacer tal distinción o a que no han registrado a las 
personas que hayan asumido el costo de su traslado. No obstante, se trata de información que no 
es de público conocimiento.  

 

 

 

 
28 Numeral 1.4 de los Lineamientos de la PCM.  
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3.2 SEGUNDA PARTE: ANÁLISIS GENERAL DE LOS ASPECTOS SUPERVISADOS 

En este apartado presentamos el análisis consolidado de las estadísticas obtenidas respecto de los 
siete aspectos analizados en el presente informe sobre las categorías ‘Operación de traslado’ y 
‘Operación de cuarentena’ y vinculadas con las buenas prácticas de transparencia con el propósito 
de ofrecer una visión del nivel de transparencia y apertura que ha tenido el gobierno regional, 
respecto a la ejecución de la medida de traslado humanitario.  

a) Nivel de transparencia general según aspectos supervisados   

A continuación, presentamos los 7 aspectos evaluados, consignando sus porcentajes de 
publicación sobre la base de los 25 gobiernos regionales.  

Gráfico N° 8 

Niveles de implementación por aspecto supervisado 

 

 

 

Fuente: Información recogida a partir de la supervisión.  
Elaboración: Defensoría del Pueblo. 

 

Nota: Si la información se publicó en forma completa tiene un peso de 1; si la publicación se hizo parcialmente, el 
peso es de 0.5. Si no se publicó es 0. 

a. En este aspecto, 9 GORES publicaron la información completa, y 5 lo hicieron en forma parcial; por lo que la 
suma es de 11.5. 
b. En este aspecto, 2 GORES publicaron la información completa, y 2 lo hicieron en forma parcial; por lo que la 
suma es de 3. 
c. En este aspecto, 8 GORES publicaron la información completa, y 2 lo hicieron en forma parcial; por lo que la 
suma es de 9. 
d. En este aspecto, 8 GORES publicaron la información completa, y lo hicieron en forma parcial; por lo que la 
suma es de 9. 
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Conforme a los parámetros establecidos para este análisis se concluye que la ejecución del 

procedimiento de traslado humanitario excepcional ha sido poco transparente. El promedio 
general de transparencia de los siete aspectos evaluados es 29 %. Este porcentaje es referencial, 
pues como se aprecia en el gráfico y será analizado en los siguientes párrafos, existe una dispersión 
alta entre los aspectos evaluados: el promedio de transparencia de la categoría ‘Operación de 
traslado’ fue 43 %; mientras que, el de la categoría ‘Operación de cuarentena fue  18 %’.    

Los aspectos que presentan un mayor nivel de transparencia por parte de los gobiernos regionales 
son: i. Publicación de los criterios de vulnerabilidad y priorización personas beneficiarias, 
considerado por 18 gobiernos regionales; y ii. Publicación de la lista de personas beneficiarias, 
considerado por 9 gobiernos regionales de forma completa y 5 parcialmente. 

Por su parte, los que presentan un menor nivel de difusión son: i Publicación de las empresas de 
transporte contratadas y el costo de servicio, considerado por 2 gobiernos regionales de forma 
completa y 2 parcialmente, ii. Publicación de los hospedajes contratados y los gastos del servicio, 
considerado por 8 gobiernos regionales de forma completa y 2 parcialmente, iii. Publicación de los 
gastos por la contratación del servicio de alimentación, considerado por 8 gobiernos regionales de 
forma completa y 2 parcialmente; y, iv. Publicación de los gastos por medicación, así como, v. 
Publicación de la lista de personas que asumieron los gastos de su traslado y cuarentena, los mismos 
que no fueron considerados por ningún gobierno regional. 

Si analizamos la composición del promedio general de transparencia (29 %) podemos apreciar que, 
de los 7 aspectos evaluados vinculados con buenas prácticas de trasparencia respecto de la 
‘Operación de traslado’ y de la ‘Operación de cuarentena’, 4 corresponden a la publicación de 
información sobre los costos en transporte, alojamiento, alimentación y medicamentos. Esta 
información no ha sido publicada por 14 gobiernos regionales. Por rubros, de acuerdo con el 
indicador de transparencia, obtuvimos los siguientes niveles de transparencia: transporte, 12 %; 
alojamiento, 36 %; alimentación, 36 %; y medicamentos, 0 %. Existen diferencias significativas entre 
los aspectos que sí fueron publicados y los que no se publicaron.  

Notamos que los aspectos que no han sido publicados por los gobiernos regionales, 
independientemente de la categoría en la que se encuentren, son aquellos que están relacionados 

con la ejecución del gasto. Poner a disposición de la ciudadanía esta información de manera 
oportuna habría permitido que se identifiquen irregularidades en la ejecución del gasto de forma 
temprana, a efectos de que se adopten las medidas correspondientes en vez de ser advertidas 
cuando el perjuicio ya es irreparable. En adelante, la opción que queda es la sanción de los malos 
funcionarios o servidores públicos que incurrieron en irregularidades o actos de corrupción.    

b) Nivel de transparencia según departamentos    

A partir de la información recogida de los 25 gobiernos regionales, se diseñó un indicador para 
valorar, de forma comparada, la transparencia de los gobiernos regionales en la ejecución de la 
medida de traslado humanitario. El indicador está compuesto por los siete aspectos de las 
categorías ‘Operación de traslado’ y ‘Operación de cuarentena’.  

Cada aspecto evaluado tiene un valor de 1, por lo que, la sumatoria de todos los aspectos es 7 
(puntaje máximo). Para facilitar la evaluación y comparación de los puntajes obtenidos se 
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convirtieron en una escala del 0 al 10 y se diseñó una escala de análisis de acuerdo con los siguientes 
parámetros: Nivel Nulo [0], Nivel Bajo [1.0 – 3.3], Nivel Medio [3.4 – 6.7], Nivel Alto [6.8 - 10]. A 
continuación, presentamos el Mapa sobre el nivel de transparencia del proceso del traslado 

humanitario. 
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*Los GORES de estos departamentos han implementado la buena práctica de gestión al publicar un canal para 
brindar orientación sobre el traslado humanitario y el proceso de inscripción. 
-Para este Informe la provincia constitucional del Callao es considerada como Gobierno regional.  
-En una escala en decimales, el redondeo al inmediato superior no aplica. 
Fuente: Información recogida en la supervisión.  
Elaboración: Defensoría del Pueblo. 
 

MAPA SOBRE EL NIVEL DE TRANSPARENCIA DEL PROCESO DEL TRASLADO HUMANITARIO 
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Del mapa advertimos una tendencia hacia niveles bajos respecto a la implementación de las 
buenas prácticas de transparencia por parte de los gobiernos regionales. Fuera de ese marco, 
identificamos que los gobiernos regionales de Cajamarca, San Martín, Cusco, Moquegua, 
Arequipa, Tacna, Madre de Dios, Ica y Puno son los que obtuvieron mayores puntajes y los únicos 
que se agrupan en el nivel medio: De una escala de 0 a 10, Cajamarca obtuvo 6.4; San Martín y 
Cusco, 5.7; Moquegua, 5.0; Arequipa, Tacna y Madre de Dios alcanzaron un puntaje de 4.3; Puno 
e Ica obtuvieron un puntaje de 3.6.  

El nivel bajo agrupa al 56 % de gobiernos regionales (14 de 25). En esta categoría los resultados 
varían -como se observa en el mapa- entre 1.4 a 2.9. Al respecto, Loreto, Huánuco, Apurímac, 
Amazonas y Tumbes son los departamentos que obtuvieron el mayor puntaje en este nivel, 2.9 de 
una escala de 0 a 10. 

Por último, Ucayali y Huancavelica se ubican en el nivel nulo de transparencia. El puntaje 
alcanzado por estos GORES es de 0, es decir, no publicaron ningún tipo de información sobre los 
aspectos evaluados como buenas prácticas de transparencia.29 Ello, a pesar de que, de acuerdo 
con lo informado por el Ministerio de Economía y Finanzas, ambos gobiernos han recibido 
transferencia de partidas presupuestales para la medida del traslado humanitario. 30 

 

  

 
29 Cabe precisar que para esta evaluación no hemos considerado la implementación de canales de difusión para informar sobre el 
traslado humanitario; ni los canales de orientación a la ciudadanía sobre la ejecución de esta medida dado que no constituyen en sí 
buenas prácticas de transparencia sino de gestión pública. 
30 Los Gobiernos Regionales de Ucayali y Huancavelica recibieron transferencias presupuestales por los importes de S/ 1 298 560 y 
S/ 1 539 640, respectivamente, de acuerdo con lo señalado en el documento denominado, Serie de Informes Especiales N° 23-2020-
DP, Migración Interna y Varados durante la pandemia, acciones desarrolladas por la Defensoría del Pueblo. p.56. Disponible en:  
https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2020/07/Informe-Especial-N%C2%BA-23-2020-DP.pdf 

https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2020/07/Informe-Especial-N%C2%BA-23-2020-DP.pdf
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IV. CONCLUSIONES 

 
1. La ejecución del procedimiento del traslado humanitario ha sido poco transparente. El 

promedio general de los 7 aspectos supervisados vinculados con buenas prácticas de 
trasparencia respecto de la ‘Operación de traslado’ y de la ‘Operación de cuarentena’ es de 
29 %. La operación de traslado tuvo un promedio de 43 %; mientras que, la operación de 
cuarenta, de 18 %. Ello ha limitado la posibilidad de que las personas puedan acogerse a 
esta medida de manera oportuna, ordenada e informada. La falta de información también 
ha limitado el control social y la vigilancia ciudadana, respecto de los gastos efectuados en 
el marco de esta medida.  
 

2. Los canales y espacios a través de los cuales se difundió la información no fueron los más 

apropiados. Solo 2 gobiernos regionales implementaron apartados específicos en sus 
portales web institucionales para publicar la información sobre la ejecución de los traslados 
humanitarios. El resto de los gobiernos regionales informó a través de sus portales de 
noticias, o únicamente, a través del Facebook, espacios en los que la visibilidad de lo que se 
publica es momentánea, pues la información se registra de forma cronológica.  Esto ha 
limitado la posibilidad de que la ciudadanía se informe cabalmente sobre los pasos a seguir, 
afectando además la posibilidad de que pueda acceder a esta de manera planificada y 
oportuna. Medidas extraordinarias como la referida, requerían que la información sea 
presentada de forma completa y actualizada en un solo espacio; y que se refuerce su 
difusión a través de otros canales como los que ofrecen las redes sociales.  
 

3. Un tercio de los gobiernos regionales (8 de 25) no puso a disposición de la ciudadanía un 

canal de comunicación para brindar orientación sobre el traslado humanitario 

excepcional. Dado el contexto imprevisible del estado de emergencia y a la inmediatez con 
la que debían llevarse a cabo los traslados humanitarios por estar dirigidos a personas en 
condición de vulnerabilidad, se requería que los gobiernos regionales habiliten canales de 
comunicación específicos para ofrecer orientación a la ciudadanía y absolver las dudas que 
se presentaban en la realización de esta medida. 8 gobiernos regionales no habilitaron 
dichos canales afectando el derecho de la población a absolver las dudas sobre cómo 
acceder a esta medida, el llenado de los formularios de inscripción, los pedidos de las 
personas más vulnerables o que tuvieran mayor urgencia de trasladarse para ser 
priorizados, entre otros aspectos. 
 

4. Los aspectos evaluados como buenas prácticas de transparencia presentan bajos niveles 

de publicación. Los aspectos que presentaron un menor nivel de transparencia fueron: i. 
Publicación de las empresas de transporte contratadas y el costo de servicio, considerado 
por 2 gobiernos regionales de forma completa y 2, parcialmente; ii. Publicación de los 
hospedajes contratados y los gastos del servicio, considerado por 8 gobiernos regionales de 
forma completa y 2, parcialmente; iii. Publicación de los gastos por la contratación del 
servicio de alimentación, considerado por 8 gobiernos regionales de forma completa y 2, 
parcialmente; y, iv. Publicación de los gastos por medicación; así como, v. Publicación de la 
lista de personas que asumieron los gastos de su traslado y cuarentena, estos 2 últimos 
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aspectos no fueron considerados por ningún gobierno regional. Las categorías que 
presentaron un mayor nivel de transparencia fueron: i. Publicación de los criterios de 
vulnerabilidad y priorización de las personas beneficiarias, considerado por 18 gobiernos 
regionales; y ii. Publicación de la lista de personas beneficiarias, considerado por 9 
gobiernos regionales de forma completa y 5, parcialmente. 
 

5. La falta de transparencia ha estado circunscrita a la ejecución presupuestaria. De los 7 
aspectos supervisados, vinculados con buenas prácticas de trasparencia respecto de la 
operación de traslado y de la operación de cuarentena, 4 corresponden a la publicación de 
información sobre los costos en transporte, alojamiento, alimentación y medicamentos. 
Esta información no ha sido publicada por 14 gobiernos regionales. Por rubros, conforme al 
indicador de transparencia, obtuvimos los siguientes niveles de transparencia: transporte, 
12 %; alojamiento, 36 %; alimentación, 36 %; y medicamentos, 0 %. Ello llama la atención, 
pues desde el mes de abril se vienen ejecutando los traslados y la información no ha sido 
publicada. Asimismo, los lineamientos prevén que algunas personas asuman el costo de su 
traslado y esa información tampoco ha sido publicada por ningún gobierno regional. 
 

6. La ausencia de disposiciones específicas sobre la obligación de publicar información ha 

sido un factor que ha limitado la transparencia e incrementado los riesgos de corrupción. 
Los “Lineamientos para el traslado y cuarentena de personas que se encuentran fuera de su 
domicilio habitual, como efecto de las medidas de aislamiento social por la Emergencia 
Nacional por la COVID-19” no contemplaron de forma expresa el deber de publicar la 
información generada a partir de la implementación de esta medida, situación que no ha 
favorecido el acceso adecuado y oportuno de información a la ciudadanía e incrementado 
los riesgos de corrupción. 
 

7. La mayoría de los departamentos presentan bajos niveles de transparencia. De acuerdo 
con el indicador de transparencia diseñado en función a los 7 aspectos supervisados en las 
categorías Operación de traslado y Operación de cuarentena, 16 gobiernos regionales    (64 
%) no han sido transparentes: 2 gobiernos regionales se ubican en la categoría nulo; 
mientras que 14 gobiernos regionales presentan un nivel bajo de transparencia. Por otro 
lado, 9 departamentos se encuentran en la categoría nivel medio: Cajamarca, San Martín, 
Cusco, Moquegua, Arequipa, Tacna, Madre de Dios, Puno e Ica. 
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V. RECOMENDACIONES 

 
A la Presidencia del Consejo de Ministros 

 
1. RECOMENDAR, la publicación de la información que contribuya a fortalecer la integridad 

y la transparencia de la gestión pública, reducir los riesgos de corrupción y promover la 
vigilancia ciudadana en el marco de lineamientos que emita en futuras medidas de apoyo 
social. Para ello, se plantea establecer el carácter obligatorio de la publicación en un 
apartado de fácil acceso y consulta de lo siguiente: i) el padrón de personas beneficiarias; 
ii) las fuentes empleadas para elaborar el padrón; iii) los criterios establecidos para 
priorizar a la población beneficiaria; iv) el presupuesto asignado para la implementación 
de la medida; v) los gastos incurridos, entre otros aspectos.  
 

A los gobiernos regionales 

 

2. SUGERIR la implementación de un apartado específico en su portal web institucional para 
informar a la ciudadanía sobre la actual ejecución de la medida de traslado humanitario 
excepcional, específicamente sobre los siguientes aspectos: 
 
a) Presupuesto asignado por el MEF;  
b) Presupuesto ejecutado incluyendo el presupuesto asignado por el propio gobierno 
regional;  
c) Padrón de personas beneficiarias incluyendo su número de identificación y los criterios de 
priorización;  
d) Lista de las personas que fueron trasladadas asumiendo sus propios gastos; 
e) Lista de empresas contratadas para el transporte de las personas beneficiarias y el monto 
pagado a cada una de ellas, así como el número de personas transportadas en cada viaje. 
f) Lista de empresas contratadas para brindar los servicios de alojamiento temporal y 
alimentación, y el monto pagado a cada una de ellas, así como el número de personas 
alojadas; incluyendo el gasto por persona y por día. 
h) Gasto asumido por medicación, indicando las personas beneficiarias. 

 
De igual forma, tomar en cuenta la publicación de los aspectos arriba mencionados para 
futuros procesos de similar naturaleza. 

 
3. RECOMENDAR la implementación o fortalecimiento de canales virtuales para facilitar la 

recepción de denuncias por presuntas irregularidades o actos de corrupción, así como 
difundir el marco normativo vigente sobre protección a los denunciantes de actos de 
corrupción. 
 

4. RECOMENDAR la actualización oportuna de la información del Portal de Transparencia 
Estándar relacionada con las contrataciones efectuadas en el marco del procedimiento de 
traslados humanitarios, a efectos de que la ciudadanía pueda ejercer la labor de vigilancia 
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accediendo a la información relacionada con el presupuesto ejecutado, así como con las 
empresas, productos y servicios adquiridos o contratados. 

A la Contraloría General de la República 

1. SOLICITAR se disponga la intervención de control que corresponda en todos los gobiernos 
regionales respecto a las adquisiciones de bienes y servicios para la ejecución de la medida 
de traslado humanitario, a efectos de determinar si las mismas se realizaron de acuerdo con 
las estipulaciones de la normativa de contrataciones vigentes y las normas complementarias 
en materia de contrataciones frente a la COVID-19, con particular atención en los gobiernos 
regionales de Ucayali y Huancavelica que recibieron transferencias presupuestales por los 
importes de  S/ 1 298 560 y S/ 1 539 640, respectivamente, sin haber publicado a la fecha de 
supervisión información sobre la ejecución presupuestal realizada. 
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ANEXO 
Categorías y aspectos supervisados 

 

Ítem Categoría (a) 
LINEAMIENTOS de la PCM Aspectos supervisados (c) 

OBLIGACIONES (b) NUMERAL  

1 

Habilitación 

de canales de 

difusión y 

comunicación 

Lineamientos de la PCM no establecen obligaciones relacionadas a la categoría. 

- 

 

 

Habilitación de canales para brindar orientación 
sobre el traslado humanitario y el proceso 
inscripción. 

- 
 

Habilitación de canales especiales de denuncia. 

2 
Operación de 

traslado 

“El Gobierno Regional establecerá con la debida claridad y sustento, los criterios de vulnerabilidad y de priorización para 
la atención del traslado de persona (…)” 

 

Numeral 1.1 

 (segundo 
párrafo) 

Publicación de los criterios de vulnerabilidad y 
priorización de las personas beneficiarias. 

“El Gobierno Regional, en coordinación con los alcaldes provinciales y distritales, se encargará de identificar 
adecuadamente a las personas que se encuentran en la ciudad de origen. Para tal efecto, elabora y verifica el 
correspondiente padrón de personas que serían beneficiarias (nombres completos, edad, DNI, ciudad de partida, 
dirección en la ciudad de retorno, motivo que sustenta la vulnerabilidad de la persona y teléfono celular).” 

 

Numeral 1.1 

(primer párrafo) 

 

Publicación de la lista de personas beneficiarias 

“El Gobierno Regional realizará las coordinaciones con los medios de transportes, para determinar el costo del servicio, 
cuando esta entidad sea la que asuma el costo del traslado. (…)” 

 

Numeral 1.4 

(tercer párrafo) 

Publicación de las empresas de transporte 
contratadas y el costo del servicio. 

3 

 

Operación de 

cuarentena 

“El Gobierno Regional, con los alcaldes provinciales y distritales en el marco del Decreto lo indicado en el DU N° 043-2020 
y del artículo N°48 del Decreto Legislativo 1440 1 respectivamente, asumen el costo del alojamiento temporal, residencia 

transitoria y en aislamiento, alimentación y medicación para las personas que se encuentren en situación de 
vulnerabilidad. (…)” 

 

Numeral 2.3 

(primer párrafo) 

Publicación de los hospedajes contratados y el 
costo del servicio. 

Publicación del gasto por la contratación del 

servicio de alimentación. 
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Ítem Categoría (a) 
LINEAMIENTOS de la PCM Aspectos supervisados (c) 

OBLIGACIONES (b) NUMERAL  

  

Publicación de los gastos de medicación. 

Cualquier otra persona que no cumpla con los criterios de vulnerabilidad especificados por el Gobierno Regional deberá 

asumir el costo de su traslado, si está considerada en la lista de pasajeros remitida por el mismo Gobierno Regional (…)”  

 

Numeral 1.4 
(segundo párrafo) 

 

Publicación de listas de personas que asumieron 
el costo de su traslado.  

 
 
Nota: Lineamientos de la PCM= “Lineamientos para el traslado y cuarentena de personas que se encuentran fuera de su domicilio habitual, como efecto de las medidas de aislamiento social por la Emergencia 
Nacional por la COVID-19”, versión actualizada aprobada por Resolución de Secretaría de Descentralización N° 008-2020-PCM/SD de 1 de mayo del 2020. 

 

Leyenda: 
(a) La categoría han sido definidas en función a la supervisión realizada. 
(b) Los Lineamientos de la PCM hacen referencia a las citadas obligaciones sin especificar el deber de publicitar la información generada y/o relacionada con dicha obligación. 
(c) De interés de las personas que se encuentran fuera de su domicilio habitual a consecuencia de las disposiciones de inmovilización social decretadas por el Gobierno Central, para la materialización de 
sus derechos fundamentales; asimismo, la difusión de dicha información favorece la transparencia y probidad de dicho proceso. 
 


